Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 44 minutos) 
- El tema que había quedado fijado en el Orden del Día de hoy es el relativo a los "Instrumentos de Ordenación del Territorio". 


SEÑOR VILLEGAS.- He leído una nota de la arquitecta Crespi, de la sesión del día 20 de mayo, que hablaba de los Instrumentos 
del Ordenamiento Territorial, y me pareció importante e interesante hacer algunas reflexiones al respecto. 


Sin ánimo de polemizar -todo lo contrario- interesa precisar algunos puntos referidos a la nota de la arquitecta Crespi del día 20 de 
mayo de 2002, sobre Instrumentos de Ordenación del Territorio. Debe destacarse el interés de esa nota por precisar términos y el 
alcance de los mismos, cuyo propósito compartimos plenamente; pero también es de interés cotejar esas precisiones con nuestra 
exposición de igual fecha. 


Las interrogantes del catecismo racional -¿qué cosa?, ¿para qué?, etcétera- permiten ordenar las respuestas con relación a la nota 
de la arquitecta Crespi. 


Acciones como las que pueden resultar de la aplicación de una Ley de Ordenamiento Territorial se originan siempre en la detección 
de problemas, necesidades, inequidades, etcétera, de las poblaciones. Digo "siempre" e insisto en ello. Explícitos o implícitos, los 
problemas existen; son reales siempre. El análisis crítico y exhaustivo de esos problemas y una relación y valoración de ellos nos 
conducen a un diagnóstico, punto de partida para cualquier solución. 


Del estudio de ese diagnóstico se pueden elaborar directivas orientadas a atender los problemas detectados. Un paquete o 
documento comprehensivo de aquella relación de problemas del diagnóstico y de sus posibles soluciones permitirá la elaboración 
de un sistema de políticas. 


Ahora bien, con la enunciación de esas políticas y atendiendo a las particulares condiciones del problema, a sus circunstancias 
políticas y económicas, a su base territorial, a su particular base geográfica -física y política- se puede llegar a redactar un 
Programa, el que va a reunir las condiciones explicitadas en el ítem 3 de la nota de la arquitecta Crespi. 


Nuestra discrepancia consiste en que el orden lógico de prioridades consistiría en llevar el Programa al primer punto de su 
enumeración de los instrumentos, porque un Programa debe ser previo a la enumeración de los Instrumentos de Ordenación del 
Territorio. Entonces, con un nombre u otro, deberá producirse un POT, el que después producirá los proyectos de ejecución, si se 
les quiere llamar así, pero que también pueden ser partes integrantes de un POT. Resulta conveniente aclarar que la Ley N* 
16.112, de creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, le encomienda a éste la elaboración del 
Plan Nacional de Ordenamiento Territorial, o sea, el POT Nacional. Pensar que hay que tener un POT Nacional para después 
elaborar los POT Departamentales y más adelante los POT Urbanos es irrelevante. Ni el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con todos los apoyos técnicos y asesores políticos y económicos, ni ningún instituto docente o técnico, 
puede elaborar un POT Nacional que, apareciendo como una entelequia, de la nada, pueda atender todos los problemas, porque 
debería tener las facultades y el poder de un Dios. 


Las cosas del territorio no son así, pues sus POT explícitos o implícitos no se hacen por una creación de la voluntad de nadie, sino 
que "se van haciendo"; la historia, las personas, los grupos de opiniones y decisión los hacen, a lo largo del tiempo. Aun cuando 
aparezca en un momento dado un documento titulado POT, éste no ha nacido por generación espontánea, se ha ido haciendo. 
Resume las etapas de un proceso en el cual diagnóstico, directivas, políticas, programas, POT y proyectos ejecutivos forman un 
entramado no lógico de elementos interconectados e interactuantes. Y no puede ser lógico porque la materia de que trata es 
humana, y los seres humanos o los grupos humanos no se rigen por la lógica sino por sus pasiones, intereses de poder y 
económicos, y se adaptan a sus circunstancias y oportunidades. 


En este panorama, que forma un sistema con mucha mayor cantidad de incógnitas que de ecuaciones, debemos situarnos para 
obtener un marco para este proyecto de ley, que no podrá establecer otra cosa sino apuntar a los mejores procedimientos posibles 
que el Gobierno Nacional y los departamentales y los demás actores públicos y privados puedan instrumentar para introducir 
algunas pautas de orden en el caos territorial. 


La palabra caos es muy dura, ¿pero qué otra cosa producen en el territorio los llamados asentamientos irregulares? Podemos 
imaginarnos qué cosa ocurriría cuando la división y el uso del territorio fueran irrestrictos. Se producirían conflictos de todo tipo, sea 
por intereses económicos como por ambición de poder. 


Una ley tratará de reducir los riesgos de esos conflictos. No puede ser absoluta, porque lo absoluto es inalcanzable. Deberá sí 
tratar de encauzar los conflictos a términos de racionalización, bajo la forma de obligaciones y posibilidades y la relación de los 
medios posibles para resolver los conflictos. 


Existe un libro de Jean Marie Guyau, titulado "Esquema de una moral sin obligación ni sanción". Con todo el debido respeto al gran 
filósofo francés, ¿podemos acaso pensar en una Ordenación del Territorio sin obligación ni sanción? En un cambio en el que actúan 
factores de poder e intereses, este pensamiento resulta absurdo. Aunque los intereses sean muy respetables, se hace necesario 
producir un sistema de posibilidades, obligaciones y sanciones, o sea, una Ley de Ordenamiento Territorial. 


Obviamente, estos conceptos que aplicamos al Ordenamiento Territorial están, desde luego, en la base del Derecho, del sistema de 
estructura política y económica del país. El Ordenamiento Territorial es parte, una pequeña parte, de ese sistema. 


SEÑORA PEREIRA.- Se está entregando un informe del doctor Delpiazzo, que si bien se hizo con relación al proyecto de ley de 
Protección al Ambiente, en la página 3 habla sobre la autonomía departamental. 


Considero que como el doctor Delpiazzo es un gran especialista en Derecho Administrativo, sería importante que lo leyeran para 
tener otro panorama en lo que refiere a la autonomía departamental, en una materia fundamental como es el Ordenamiento 
Territorial. 


SEÑOR VILLEGAS.- Mientras se reparte ese documento, quisiera hablar sobre un tema que nos preocupa a todos, como es la 
vigencia parcial o total de la vieja Ley de Centros Poblados del año 1946, que un poco ha servido de base para este proyecto de 
ley. Es un antecedente muy válido, y corresponde que cuando se trate un proyecto de ley de Ordenamiento Territorial, definamos si 
esas normas están vigentes, si deben corregirse o si deben integrarse a dicho proyecto. Este es un punto que creo que vale la 
pena detallar o definir, porque pertenece a un cuadro muy importante, como antecedente válido. 


Consulto a mis colegas si están de acuerdo con ese criterio, es decir, encarar como punto a determinar por esta Comisión si la Ley 
de Centros Poblados del año 1946 y algún decreto reglamentario relacionado con el tema, deben o no anularse, parcial o 
totalmente o, por el contrario, deben incluirse en este proyecto de ley que estamos considerando. 


SEÑORA PEREIRA.- ¿El arquitecto Villegas se refiere a la ley en su conjunto? 


SEÑOR VILLEGAS.- La Ley de Centros Poblados es un antecedente muy importante para todos y para este proyecto de ley que 
estamos tratando. Entonces, creo que vale la pena definir si ella debe mantenerse, corregirse o incluirse dentro de dicho proyecto 
de ley. 


El proyecto de ley elaborado por el Poder Ejecutivo incluye unas cláusulas que corrigen una parte importante de la Ley de Centros 
Poblados, pero no la sustituyen totalmente. Hay algunos ajustes, pero no son fundamentales; lo principal es la eliminación del 
artículo 15 -que es el artículo crítico- de la Ley de Centros Poblados. Es el que por uso de las facultades de interpretación por parte 
de las Juntas Departamentales se han dado todos los desastres que conocemos. 


SEÑORA PEREIRA.- Según tengo entendido, creo que habíamos acordado que quedaba plenamente vigente, salvo algunos 
artículos que, en la medida en que fuéramos avanzando en el análisis, se iban a derogar expresamente o en forma tácita. De todas 
maneras, si mal no recuerdo, la voluntad era que la ley iba a seguir vigente en su conjunto salvo, como dije, derogaciones expresas 
en algún punto concreto o tácitas que se planteen. Pido que me corrijan si me equivoco. 


SEÑOR GILMET.- Entiendo muy oportuna la pregunta del arquitecto Villegas justamente con relación a los instrumentos de 
ordenación, puesto que esto nos lleva al contenido de los mismos. Hemos hablado mucho de la tipología o taxonomía de los 
instrumentos -es decir, cuáles podrían ser- pero no hemos abordado su contenido. En una sesión pasada -por eso creo aún más 
oportuna la pregunta- sin versión taquigráfica, se habló de este tema, tal como lo expresaban otros miembros de la Comisión. En 
esa oportunidad se hacía referencia al artículo 60 del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo, en cuyo primer inciso se 
establece claramente: "Declárase plenamente vigentes las leyes 10.723 de 21 de Abril de 1946 y 10.866 de 25 de Octubre de 1946, 
con los ajustes y modificaciones introducidas en la presente ley". El Mensaje es muy claro en el sentido de la declaración de plena 
vigencia. Luego aparecen los ajustes con modificaciones. Sin embargo -esto lo señalamos en una sesión anterior ya hace un buen 
tiempo- hay algunas contradicciones que salvar respecto a los contenidos. Por ejemplo, hay un elemento fundamental que hace a 
un plan de ordenamiento del territorio; me refiero al glosario entregado por el arquitecto Villegas. En la voz "plan de Ordenamiento 
Territorial", que es la número 60 del glosario, se dice que es un instrumento que define las categorías de usos del suelo y las 
actividades que pueden desarrollarse en cada una de ellas, las intensidades de uso admisible de las actividades permitidas, la 
dotación de infraestructuras y servicios que deberán tener en cada una de las categorías definidas, los mecanismos de acción, 
evaluación y cambio. 


Creo que esta definición del glosario es bien clara en el sentido de que entiende por un plan aquel instrumento que define 
justamente los usos y las categorías del suelo. En ese sentido, en la sesión anterior señalábamos una contradicción porque en el 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo se habla de cuatro categorías de suelos: suelo urbano, suelo urbanizable, suelo no 
urbanizable y suelo rural. Todos los miembros de la Comisión aquí presentes saben que las Leyes de Centros Poblados plantean 
otra clasificación de suelos, que es la que ha estado vigente en este país durante cincuenta años: se habla de zona urbana, de 
zona suburbana y de zona rural. Por lo tanto, este es uno de los temas medulares que hay que zanjar a la hora del análisis de este 
proyecto de ley, ya que si se aprueba, tácitamente -esto había sido explicado en la Comisión- se estarían derogando las categorías 
de suelo establecidas en las Leyes de Centros Poblados. 


Más allá de la correlación o comparación entre ambos mecanismos de categorización del suelo y de los nombres -cuando se dice 
suelo rural o zona urbana creo que no se está apuntando a lo sustancial- lo más importante radica, a mi juicio, en la diferenciación 
entre suelo no urbanizable y suelo rural. El suelo urbano correspondería a la zona urbana y el suelo rural a la zona rural; en cuanto 
al suelo urbanizable, no encontramos una correlación estricta con la zona suburbana, aunque podría haber alguna similitud, por 
más que uno de los grandes problemas de las Leyes de Centros Poblados fue no tener un glosario. En las Leyes de Centros 
Poblados se habla de zona urbana, zona suburbana y zona rural, pero no aparece una definición de qué se entiende por tales. Sin 
embargo, en este proyecto se establece una diferencia entre el suelo no urbanizable y el suelo rural, diferencia que a su vez 
plantea una contradicción con la propia exposición de motivos del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo, ya que dicha 
Exposición de Motivos dice que se fundamenta en la experiencia española y en la clasificación del suelo aplicada en España. En 
ese sentido, no es correcto, puesto que la Ley de Suelo española -o las leyes, ya que desde 1956 a la fecha han tenido sucesivas 
expresiones o modificaciones- no diferencia entre suelo no urbanizable y suelo rural. El suelo no urbanizable es claramente el suelo 
rústico, el no urbanizable, como lo dice claramente la expresión, y no se diferencia del suelo rural; la diferencia está en si es 
programado o no. Pero esa es la legislación española y ahora nos estamos refiriendo a esta propuesta. En ese sentido y desde 
nuestro punto de vista, entendemos que no es clara esa diferencia entre suelo no urbanizable y suelo rural. 


Mucho más clara es la categorización del suelo en tres divisiones: suelo urbano, suelo urbanizable o potencialmente urbanizable y 
el suelo no urbanizable, que admitirá diferentes expresiones de uso como, por ejemplo, rural, agrícola, agropecuario y otras como 
paisaje natural protegido, áreas de preservación, etcétera. Desde el punto de vista jurídico lo que es común a todas esas 
categorías de suelo es su carácter no urbanizable. 


Con respecto a las impresiones manifestadas al comienzo de la Comisión, ya que la arquitecta Crespi se encuentra en Sala y el 
arquitecto Villegas ha realizado un comentario sobre la propuesta, me gustaría escuchar la fundamentación de la propuesta de la 


señora arquitecta, ya que personalmente también tenemos algún comentario para hacer. Nos interesaría escuchar primero una 
presentación de la propuesta que ha sido repartida pero no presentada. 


SEÑORA CRESP!I.- En el momento que traje la propuesta hice su presentación, pero el arquitecto Gilmet no estaba. De cualquier 
manera no tengo inconveniente en comentar algo, aunque no sé si hacerlo ya o esperar las observaciones del arquitecto Villegas 
para poder ahondar más en detalle. 


SEÑOR GILMET.- En ese caso, me voy a remitir a la versión taquigráfica. 


Mis comentarios se referían a una clasificación de los instrumentos que aparecen en el Mensaje del proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo, que en un principio compartimos. Se trata de la gran división entre instrumentos de ordenación y de gestión. Luego, en la 
propuesta de Instrumentos de Ordenación -me refiero a la propuesta de la arquitecta Crespi- aparecen, de acuerdo con mi 
interpretación -puedo estar equivocado- ambos instrumentos, puesto que se habla de instrumentos como programa de ordenación 
de territorio y de un instrumento de coordinación de criterios, acciones y proyectos de interés nacional, refiriéndose a la gestión. 
También podríamos decir que los planes de acción territorial involucran aspectos propios de la gestión, más que de la ordenación. 
Por último, los proyectos de ejecución pertenecen a la gestión de los planes. Por lo tanto, mi comentario se refiere -si es que he 
interpretado correctamente- a si esa división entre instrumentos de ordenación y de gestión, en esta propuesta, es dejado a un lado 
y la ordenación y la gestión aparecen en forma conjunta o, a su vez, hay un capítulo que habla independientemente de 
instrumentos de gestión del territorio. Aclaro que estoy aludiendo a la propuesta de la arquitecta Crespi. 


Otro aspecto al que ya nos hemos referido en intervenciones anteriores tiene que ver con el concepto de plan. Se trata de un 
instrumento que define categorías del suelo, del uso y actividades del suelo como elemento sustancial de un plan de ordenación. 
Por nuestra parte, no compartimos la denominación de plan de ordenación territorial nacional, o sea del ámbito nacional. Luego, la 
propuesta de la arquitecta Crespi, cuando se refiere al plan de ordenación territorial nacional, en realidad no se está refiriendo a un 
plan de categorías de suelo de usos y de actividades, sino a las políticas nacionales, o sea, a los grandes lineamientos, a las 
directrices, a los grandes elementos estructurantes, como se ha dicho en otras intervenciones. Nos parece que esa precisión 
terminológica sería importante puesto que nosotros compartimos que en el ámbito nacional debe existir un instrumento de 
ordenación que establezca esos grandes lineamientos; pero no es "strictu sensu" un plan de ordenación en el sentido de llegar a 
ese grado de definición, de establecer las categorías del suelo, sus usos, sus actividades, etcétera. Por eso reiteradamente hemos 
insistido en que preferimos otra denominación, o bien el que aparece en el Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo que habla 
de programa, diferenciándolo de plan, o el que habíamos propuesto, aunque insistimos varias veces sobre que esto no es algo tan 
meditado, por lo que estamos abiertos a otras iniciativas de directrices territoriales como las que ya se han presentado en este país 
en un documento elaborado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑORA CRESPI.- Estoy de acuerdo con el arquitecto Gilmet en que no queda claro la mezcla de instrumentos y de gestión. Sé 
que los nombres van a ser discutidos, pero tengo que aclarar que es una propuesta que hice a los efectos de ordenar mi 
pensamiento; y seguí trabajando en esto y ampliando un poco más lo que pretendía decir con "Plan de Ordenación del Territorio 
Nacional". Para mí contiene las políticas nacionales para el país en función de un diagnóstico de la realidad que hay que hacer en 
forma abundante y para lo cual todos los organismos del Estado, incluidos los departamentales, tienen que apoyar y ayudar en la 
formulación de este diagnóstico. Además, están las políticas que, personalmente, también deberían incluirse en este plan que a lo 
mejor es programa, o quizá es directriz. Me refiero a la ubicación del país dentro de la región. 


Con los cuatro elementos que puse como instrumentos pretendía ir de lo general a lo particular y, de alguna manera, trabajar con 
ellos y después entrar en el detalle de la gestión. Para mí, este plan de ordenación del territorio nacional debe tener muy en cuenta 
el espacio físico que compone el patrimonio rural con sus elementos, sus características, sus accidentes geográficos, con las 
especies, con las masas vegetales, con los yacimientos arqueológicos, históricos, minerales, etcétera. Es decir, lo que quería, de 
alguna manera, era que dentro de esta primera directriz -o como se lo quiera llamar- se tuvieran en cuenta todas las cosas que 
tienen valor dentro del territorio. Me estoy refiriendo al valor patrimonial desde un doble punto de vista: hablo del patrimonio 
económico y también de un patrimonio natural, que debe ser preservado. A mi juicio, este plan debe determinar las áreas de 
excepcional valor, que deberían ser preservadas de la acción urbanizadora. Por un lado, está todo lo que es natural, lo macro, lo 
que de alguna manera compone nuestro país y que tiene distintas vertientes. Por otro, debería existir un plan que determinara qué 
áreas son de excepcional valor dentro del país y a qué estarán destinadas. Asimismo, habría que protegerlas de la urbanización. 


Decimos esto porque observamos que en este mundo el hombre es cada vez más urbano y menos rural. Sabemos que en lo que 
tiene que ver con la concentración de población en los países desarrollados y también en algunos de los que están en vías de 
desarrollo -como es el caso del Uruguay- hay una enorme tendencia a ir hacia la urbe. Según estudios que he leído, el porcentaje 
de la población del medio rural que se traslada hacia la ciudad se ubicará en el año 2020 -quizá yo no lo vea- en alrededor de un 
85%. No estamos tan lejos de ese año, por lo que debemos tener muy en cuenta, dentro de lo que será ese Plan de Ordenación del 
Territorio, el aspecto mencionado. Precisamente, esto es lo que me preocupaba cuando hacía esa disquisición considerando en 
primer lugar el Plan de Ordenación del Territorio Nacional. 


Cuando hablamos del mencionado Plan, debemos tener presente la necesidad de ordenar las políticas sectoriales de una manera 
coherente y coordinada. Esto tiene que ver con lo que habíamos hablado en el sentido de que hay planes regionales, 
interdepartamentales y otros que, de alguna forma, están abarcando zonas diferenciadas, que pueden superponerse con otras 
áreas. Además, de pronto, una cierta región podría estar perteneciendo a otro plan sectorial diferente. Entonces, es preciso definir 
la acción para ver cuál es la vocación cierta de una determinada área que se está estudiando. 


Personalmente, pienso que la secuencia lógica de todo desarrollo pasa primero por la elaboración de un plan, luego por un 
determinado programa y, más tarde, por un proyecto. Por eso, hice referencia a esos nombres, por ahora, porque ese aspecto está 
sujeto a discusión. Además, mi pretensión era colocar mi idea sobre la mesa para que sea discutida, de modo de poder llegar a 
algo que se vea reflejado en la ley y que tenga realmente valor para el Legislador y para todo el Uruguay. 


SEÑOR SIENRA.- Ante todo, voy a volver a la definición de Ordenamiento Territorial que acaba de leer el arquitecto Gilmet, entre 
otras cosas, porque prácticamente soy su autor. Es decir, esa definición no me pertenece exactamente, sino que constituye una 
evolución -por decirlo de alguna forma- de la que figura en el anteproyecto de ley de ordenanza de uso de suelos, que 


desarrollamos para la Intendencia Municipal de Maldonado con las arquitectas Viana y Rosario López, y que finalmente no resultó 
aprobado. 


Por mi parte, creo que es muy bueno que tengamos presente esa definición porque debemos cuidar que los contenidos de los 
planes se adecuen a la misma. Me alegro de que podamos aceptarla como definición adecuada porque me parece que es bastante 
elaborada. Además, tenemos que recordar que el anteproyecto de ordenanza data del año 1991; por nuestra parte, en los años 
1988 y 1989 comenzamos a trabajar en los lineamientos generales del Plan Director de Maldonado y Punta del Este, que nos dio 
base para llegar a dicho anteproyecto. Quiere decir que han habido unos cuantos años de elaboración teórica, luego de los cuales 
se llegó a esa síntesis. 


A continuación, quisiera hacer notar dos o tres cosas. Ante todo, que en esa definición no estamos abarcando la geometría de los 
espacios urbanos, tanto públicos como privados. Me refiero a aspectos relativos a cómo son las calles, qué altura tienen los 
edificios, qué forma pueden tener, etcétera. Entendemos que todo esto es un complemento del Plan de Ordenamiento Territorial y, 
por esa razón, lo hemos llamado Plan Urbanístico. En cierta forma, esto tiene similitud con lo que sucede en otras legislaciones. 
Por ejemplo, en España existe un Plan de Detalle Urbano. Es importante hacer esta distinción porque cuando se gestiona el 
territorio urbano, por ejemplo -aunque no sólo el urbano- es bueno ver que aún manteniendo un plan de uso de suelos, densidades 
de ocupación, de uso, infraestructuras, etcétera, la forma final urbana y del espacio público puede presentar muchas diferencias. 
Todo esto constituiría un proyecto aparte. 


Por otro lado, considero que la definición que estamos manejando es perfectamente apta para abarcar también la escala nacional. 
Lo que sucede es que las categorías de usos y definición de suelos, o de otras infraestructuras, son diferentes; algunas se 
superponen, como es el caso de las áreas rurales y de las áreas protegidas, que seguirán siéndolo no importa la escala que se 
tome. Sin embargo, el Plan Nacional no puede definir en detalle las áreas rurales, porque los que pasan de lo rural a lo urbano son 
los Planes Departamentales o Urbanos Locales. Aquí esto hoy funciona así y ocurre lo mismo en todo el mundo. Es en los 
municipios donde hay instituciones que pasan de lo rural a lo urbano. 


Así pues, me parece que la definición en cuestión es totalmente apta también para lo nacional. De esa manera, en nuestra 
propuesta, concretamente en el artículo 7%, tratamos de explicitar lo que corresponde a lo nacional dentro de un Plan de 
Ordenamiento Territorial. 


Quiero hacer notar también que desde mi punto de vista, cuando estamos hablando de ordenamiento del territorio o de planes 
urbanísticos -en ese sentido, el nombre no es lo importante, es decir, utilizo éste porque es el que he incluido en mi definición, 
señalando que el plan urbanístico define las geometrías y las formas urbanas- no debemos hacer hincapié en el nombre, sino en el 
contenido. Además, cada lugar debe saber cuál es su necesidad, y quizás vincular los dos planes. Por ejemplo, el POT de la 
Intendencia Municipal de Montevideo vincula los dos e incluye las dos cosas. Esto es perfectamente viable y lógico, pero se debe 
recordar que se trata de cosas separadas y diferentes. 


Entonces, quisiera enfatizar el hecho de que, el Plan, en realidad, es el proyecto al que se llega una vez que se hace el diagnóstico 
y se plantean las soluciones a las que se desea arribar. Después se irán ejecutando y llevando a la práctica las medidas; 
fundamentalmente, será la gente la que irá sacando sus conclusiones, planteando sus actividades y localizándose en el territorio. El 
Estado, por su parte, autorizará a construir calles, hará algunas infraestructuras, etcétera. Pero reitero que quien llevará a cabo la 
ejecución del plan, en una parte muy importante, será la gente. En esta materia, proyecto y plan son sinónimos. 


Por otro lado, me voy a referir a las categorías de uso de suelo porque en el artículo 11 de nuestra propuesta hemos tomado la de 
no urbanizable con muchas reservas. Sin embargo, como el Ministerio la planteaba y puede ser de utilidad, la mantuvimos. A 
nuestro juicio, la categoría urbana es indiscutible. Entendemos que la categoría urbanizable, que responde al programado de los 
españoles, es necesaria, porque debemos decir a la gente dónde puede fraccionar y hacia dónde se va a extender la ciudad. 
Asimismo, la categoría suburbana también nos parece indispensable. No obstante, debemos recordar que el término suburbano no 
nace con la Ley de Centros Poblados, sino con el Código Civil, allá por el Siglo XIX. En realidad, en determinado momento, 
suburbano era equivalente a urbano carenciado. Creo que no podemos admitir que nuestros centros poblados tengan áreas 
urbanas carenciadas; serán urbanas con carencias, pero no podemos darles otro nombre. Sí entiendo que hay una cantidad de 
actividades que no son rurales ni urbanas y que requieren espacios diferentes. Por ejemplo, podemos citar grandes instalaciones, 
centrales de intercambio o de transporte multimodal, grandes establecimientos de vehículos, centrales de transformación y 
distribución eléctrica, donde la energía cambia de altísimo voltaje a medio, etcétera. También hay otro tipo de actividades que 
requieren espacios especiales, que son aquellas peligrosas para la gente, no compatibles con la residencia y el comercio urbanos, 
pero de todos modos inevitables y que existen en todas partes del mundo. A su vez, hay otras que son peligrosas porque pueden 
llegar a ser altamente contaminantes y en consecuencia también requieren espacios grandes. Quiere decir que todo ese tipo de 
actividades requieren espacios especiales en el territorio y nosotros lo hemos denominado como suburbano. 


Por otra parte, consideramos que hay otra categoría de suburbano que tiene que ver, por ejemplo, con las actividades rurales, 
granjeras u hortifrutícolas de alta intensidad, como pueden ser "feed lots", cultivos en invernaderos, criadero de pollos, etcétera. 
Entonces, hay una cantidad de actividades que no son rurales ni urbanas y que también requieren espacio y un cierto equipamiento 
y compatibilidad. 


Por último, estoy pensando en áreas residenciales, que no son urbanas ni rurales pero que para mucha gente son deseables tener. 
Por lo tanto, deben tener un lugar en la ciudad o en el territorio ya que a nuestro juicio se trata de un área intermedia. Ese tipo de 
actividades que he descrito requieren ciertas infraestructuras y servicios que no se necesitan en el área rural pero que a su vez son 
diferentes a los de los centros urbanos. Por ejemplo, con seguridad no puedan tener saneamiento y en consecuencia ese tema 
deberán resolverlo en el propio predio. Sin embargo, pueden contar con energía eléctrica, vías de tránsito, recolección de residuos, 
etcétera. En lo que tiene que ver con las escuelas y los servicios de seguridad, también requieren condiciones de accesibilidad 
diferente a las del área rural. 


En definitiva, entendemos que la categoría suburbana debe existir retomando un nombre que se ha usado tradicionalmente en el 
Uruguay. Recuerdo que en otras legislaciones le llaman áreas de complementación urbana, pero me parece que es algo 
complicado y me inclino por dar contenido más lógico a una palabra que venimos utilizando desde hace muchísimos años. 


Finalmente, están las áreas rurales y las áreas protegidas. Como esa categoría ya ha sido creada en el país no podemos obviarlas 
cuando hablamos de categorías de suelo. La ley que crea el Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas crea las áreas 
protegidas. Por lo tanto, se trata de una categoría que el país ya ha creado y que esta norma debe reconocer. 


Por otro lado, considero que hablar de no urbanizable es redundante porque si decimos que se pueden urbanizar aquellas áreas 
previstas para ese fin, las que no lo están, no se pueden urbanizar. Eso es evidente y por lo tanto considero redundante incluir la 
categoría no urbanizable. Además, si no se pueden transformar en urbanas de ninguna manera hay que darles un grado de 
protección y en ese caso se transformarán en áreas protegidas. 


En definitiva, comparto ese criterio y hago una fuerte defensa para conservar el término suburbano como categoría de suelo, pero 
con estos contenidos y no como urbano carenciado. Si aceptamos esta última definición, estaremos hablando de un área urbana 
que en algún momento llegará a tener los equipamientos y servicios correspondientes, aunque no sea de inmediato, sin que por 
ello deje de serlo. 


A continuación, me quiero referir a la Ley de Centros Poblados, la cual considero deberá mantener su vigencia porque si bien al 
igual que este proyecto, se refieren al territorio, son complementarios. Básicamente, dicha Ley crea los mecanismos para 
transformar lo rural a urbano, para fraccionar. Insisto, se debe mantener porque refiere a una materia relacionada, pero diferente. 
También quiero señalar que estoy en total desacuerdo con la mayor parte de la propuesta del Poder Ejecutivo en cuanto a las 
modificaciones de la Ley de Centros Poblados, pero eso lo veremos cuando abordemos ese tema. 


En conclusión, creo que sería muy interesante si pudiéramos llegar a un pequeño avance respecto a los contenidos de los planes, 
porque si aceptamos esa definición como plan de Ordenamiento Territorial, deberemos considerar otra para la geometría y las 
formas urbanas, que nosotros denominamos como planteo urbanístico, pero a la que se le puede dar cualquier otro nombre. En ese 
caso, tendremos las categorías de planes y luego las escalas definirán lo que deben contener concretamente cada una de ellas. 


SEÑOR VILLEGAS.- Con respecto al comentario del arquitecto Sienra, quiero decir que si bien la categoría suburbana está 
definida en la Ley de Centros Poblados, el concepto de suburbio es tan antiguo como el mundo. Eso lo podemos comprobar en 
infinidad de casos. Entre lo urbano y lo suburbano no hay una frontera, sino matices de uso. Entonces, convendría definir qué es lo 
urbano y lo suburbano, estableciendo un punto de separación. Las normas municipales lo hacen, pero la realidad no es esa. 
Quisiera situarme, en toda esta discusión y en todo este manejo conceptual, en cosas reales y no teóricas. Es cierto que debemos 
tener una especie de normativa, pero no podemos generar normas para algo que es fluido entre lo urbano y lo suburbano. Entre la 
ciudad y el suburbio hay matices; no hay una frontera. 


SEÑOR SIENRA.- En la definición que acaba de hacer el arquitecto y que utilizan los americanos, suburbio se refiere a barrio jardín 
en las periferias de las ciudades, pero en mi concepto éste sigue último siendo un área urbana. 


SEÑORA CRESPI.- Personalmente, creo que el término suburbano del que estamos hablando contiene dos conceptos: el suelo 
urbanizable de la ciudad y el que no lo es. En realidad, despegaría completamente el suelo no urbanizable del rural. 


SEÑOR SIENRA.- Un Plan puede decir que algo es urbano, urbanizable o programado -como dicen los españoles- y el resto es 
rural o protegido. Lo que es protegido es intocable y lo que es rural, que conserva su categoría hasta que se transforma, si no está 
en el área programada para urbanizar o urbanizable, nunca se podrá transformar. Es decir que cuando haya un proyecto de 
urbanización o de loteo de un área rural, si no está en el área que el Plan define como urbanizable, no se puede autorizar. 
Entonces, creo que no hay necesidad de poner una categoría especial de no urbanizable; yo la mantuve en mi proyecto tal como 
estaba en el del Poder Ejecutivo para no discutir sobre el punto, pero concuerdo con eso. 


SEÑORA CRESPI.- No concuerdo, porque me parece que si se define un suelo como urbanizable, se está decidiendo hacia dónde 
va a crecer la ciudad. Pero puede haber un suelo que por alguna circunstancia no se urbanice, ni esté dentro de los planes y, por lo 
tanto, sea categorizado como no urbanizable, y no por eso tiene que ser rural. 


SEÑOR SIENRA.- Puede tratarse de baldíos, como está lleno el Uruguay, que pueden tener categoría suburbana o rural, pero que 
ni siquiera tienen ganado. Esa es una categoría patológica. En realidad, la categoría no urbanizable acá está recogida de la Ley de 
Centros Poblados que dice que todas las áreas inundables y otras por el estilo son no urbanizables. En ese sentido, podría ser que 
se mantuviera la categoría, pero sinceramente no creo que sea un punto clave. 


SEÑORA CRESPI.- Pero sí cuando son áreas protegidas. 
SEÑOR SIENRA.- El hecho de ser protegidas hace que sean intocables. 
SEÑORA CRESP!I.- Son no urbanizables. 


SEÑOR SIENRA.- Por supuesto, salvo que la protección permita la urbanización, ya que hay áreas protegidas que son 
urbanizables. El manejo de las áreas protegidas no va dentro de los planes y la gestión territorial común; por la ley que crea el 
Sistema Nacional de Areas Protegidas, cada una tiene su plan de gestión y de Ordenamiento Territorial y debería tener un área de 
amortiguamiento de gestión compartido en la que hay ciertas limitaciones para protegerla. No estoy muy seguro de si la ley crea 
esas áreas, pero puedo traer la información para la semana que viene. En realidad, las áreas protegidas son un dato para cualquier 
planificador y lo tienen que tomar como algo intocable. A lo sumo, puede haber una frontera de discusión, pero el área protegida se 
maneja exclusivamente como dice el plan de gestión, que es elaborado por el responsable. Eventualmente, si está incorporada al 
Sistema Nacional -ya que no es obligatorio estarlo- será manejada en conjunto con todas las otras áreas protegidas. 


SEÑORA CRESPI.- Pienso que por este proyecto de ley debería ser obligatorio que estas áreas sean tenidas en cuenta por el Plan 
de Ordenación del Territorio. 


SEÑOR SIENRA.- Por supuesto; una categoría inevitable es la de área protegida, porque ya está definida por ley y porque es un 
dato que impone una cantidad de condiciones al que opera en su entorno. El área protegida es una categoría que no está en el 
proyecto del Poder Ejecutivo, pero es indispensable que exista. 


SEÑORA PEREIRA.- El ITU puso mucho énfasis en el Sistema Nacional de Areas Protegidas, pero el proyecto no dice nada. 


SEÑOR GILMET.- Siguiendo con el tema de la categoría del suelo, a nuestro entender hay dos ópticas significativas. Una se refiere 
a las categorías del suelo que posibilitan usos y actividades, es decir, desde el punto de vista de su posible funcionalidad. 
Entonces, allí encontramos un abanico muy grande. Se han señalado varios usos y actividades posibles, incluyendo las áreas 
naturales protegidas. Se ha hablado de actividades complementarias de gran superficie y de los usos rurales -en los que hay una 
amplia gama- incluyendo el baldío rural. Lo que es común a todas ellas es, justamente, su carácter de no urbanizable. La otra 
óptica es la jurídica, que es en la que se basan las Leyes de Centros Poblados. Se habla de rural, pero en realidad el concepto 
jurídico es el de no urbanizable, puesto que la Ley de Centros Poblados lo que dice es que lo rural no es fraccionable en predios 
menores a cinco hectáreas en determinados departamentos y a tres hectáreas en otros. Ese es el elemento fundamental puesto 
que esa posibilidad de fraccionar o no en predios menores implica usos posibles, lo que determina el valor del suelo. Ese es el 
fondo de todo el concepto de categoría del suelo. Cuando es rural -que en esa perspectiva es no urbanizable- no se puede 
fraccionar y, por lo tanto, el valor del suelo es cuantificable en hectáreas o en cuadras. En cambio, cuando es fraccionable, el valor 
del suelo es cuantificable en metros cuadrados. Las unidades cambian, porque el valor del suelo también cambia debido a los 
distintos usos. Entonces, el carácter de urbanizable o no es un elemento fundamental, no menor, de la categorización del suelo. 


El concepto de no urbanizable envuelve un amplio abanico de usos posibles donde están los rurales y hay otros no 
especificamente rurales, de producción agropecuaria, forestal, etcétera. 


Creo que una propuesta de categorías del suelo debe tener muy claro el aspecto de la fraccionabilidad. Debe definir con claridad la 
fraccionabilidad del suelo, es decir, la posibilidad de que sea fraccionable o no. De allí derivará un árbol más o menos detallado, 
con funciones más o menos específicas. 


En principio, nosotros nos inclinamos por una calificación o clasificación del suelo más simple, en una ley. Nos parece que es 
preferible algo más claro y más contundente. Luego, en el desarrollo de los instrumentos de ordenación del territorio, si es 
necesario aparecerán otros usos, o sea, un árbol más abierto de usos posibles, pero ya en el desarrollo de los instrumentos y no en 
la materia legislativa. Las categorías de lo urbano tienen un determinado uso del suelo o posibilidad de fraccionabilidad y, por lo 
tanto, determinado valor. Lo que corresponde a los usos del suelo con las actividades existentes o posibles no permite la 
fraccionabilidad ni las formas urbanas. 


Una tercera categoría es la que señala la tendencia al desarrollo urbano. El instrumento de ordenación del territorio indica que la 
tendencia es que los suelos sean urbanizables. En la planificación de ordenación del territorio está indicado cuál será el sentido de 
la urbanización. El elemento fundamental de la ordenación del territorio es tener una visión prospectiva, proyectándose hacia el 
futuro y señalando a los actores y agentes urbanos cuál será el desarrollo de la urbanización. Como muy bien decía la arquitecta 
Crespi, vivimos en un mundo cada vez más urbanizado, en un proceso de urbanización creciente, que quizás no tenga los índices 
que América Latina tenía en décadas pasadas, porque se ha estacionado el proceso migratorio del medio rural al medio urbano. Se 
podría decir que en nuestro país ya no se puede llevar adelante. El Uruguay es un país urbano y su forma de vida también lo es. 
De todas maneras, a pesar de ser un país con características y forma de vida urbanas, esto no significa que la superficie urbana no 
se extienda como consecuencia de otros procesos y otras razones. Me refiero a que se extienda la llamada "mancha urbana", que 
se incorporen otros territorios no urbanos al suelo urbano por otras causas, pero no por las migraciones urbano-rurales. 


SEÑORA CRESP!I.- Se tiende a la desurbanización de las ciudades. 


SEÑOR GILMET.- Por eso, es verdaderamente muy significativa la definición o el límite entre lo urbano, lo urbanizable -es decir que 
hay una proyección hacia la urbanización- y lo no urbanizable, puesto que tiene un significado enorme desde el punto de vista de 
los usos posibles y de los valores del suelo. 


Para profundizar aún más en la comprensión de la propuesta de la arquitecta Crespi, y remitiéndonos a este tema, creo que todos 
estamos de acuerdo en que debe existir una categorización del suelo en la ley, sea ésta u otra. Quisiera saber en qué nivel se 
encontrará, si en el del Plan de Ordenación Nacional o en el de los Planes de Acción Territorial de su propuesta. Me parece que 
este es un elemento fundamental. ¿En qué ámbito se va a definir? Esto significa también algo vinculado a otro tema ya muy 
discutido por esta Comisión, que es el de las competencias. ¿En qué ámbito territorial y en qué ámbito de decisión -el ámbito 
territorial implica un ámbito de decisión- se van a definir en su propuesta las categorías del suelo? 


SEÑORA CRESPI.- Justamente, seguí estudiando un poco el tema y algo que me resultó necesario fue definir las competencias de 
la redacción de los planes. Si no definíamos quiénes redactarían los planes de ordenación del territorio, no podríamos definir en 
qué ámbito se encontraría la definición de los distintos tipos de suelo. A mi criterio, la competencia de redactar el Plan de 
Ordenamiento del Territorio Nacional corresponde al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, es decir, a la Dirección de Ordenación Territorial, con el informe de la Dirección de Medio Ambiente y la asistencia 
del resto de los organismos públicos nacionales y departamentales. Personalmente, lo veo dentro del plan macro. 


SEÑOR VILLEGAS.- No he leído el informe del doctor Delpiazzo, pero entiendo que los únicos autorizados legalmente a autorizar, 
a su vez, el fraccionamiento del suelo, son los Gobiernos Departamentales. En eso rectificaba a mi colega, porque creo que no 
importa quién redacte, sino quién lo apruebe y lo aplique. 


SEÑORA CRESP!I.- Yo me refería a eso. 


SEÑOR VILLEGAS.- La redacción puede hacerla, por ejemplo, un Instituto de Urbanismo, pero éste nunca puede aprobar un 
proyecto de ordenación territorial, que deberá ser aprobado exclusivamente por los Gobiernos Departamentales. 


SEÑORA CRESPI.- Mi idea era que los Gobiernos Departamentales eran los que, de alguna manera, pondrían los insumos para 
que el Gobierno Central, la Administración Pública Central o los organismos de ésta pueda definir el Plan. Por supuesto que todo 
está vinculado y que no es la redacción del Plan lo que interesa, sino su aprobación. A mi criterio, el Plan tiene que ser aprobado 
por el organismo central, el Poder Ejecutivo. Los insumos no los va a tener todos él y los va a necesitar. Incluso, en algún momento 
dije que si había algo que concretamente tenía vinculación con todos los planes, era el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y los Gobiernos Departamentales. Son los que nunca faltan en ningún Plan que se vaya a ejecutar, 


porque son los que siempre tienen competencia. Además, si hay alguien más que tenga competencia por la parte económica y la 
posibilidad de llevar adelante el Plan, es la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que es la que de alguna manera destina los 
medios con que llevar adelante el Plan. De eso no tengo ninguna duda. Cuando a solicitud del ITU hicimos el estudio para definir, 
justamente, quiénes eran los que tenían la competencia, llegamos a eso, es decir, a que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y los Gobiernos Departamentales nunca dejaban de estar presentes. 


SEÑORA PEREIRA.- He leído el proyecto y he escuchado la pregunta formulada por el arquitecto Gilmet, y considero que la 
categoría -llamémosle urbanizable, urbana o rural- debe ser una sola, independientemente del número, porque eso es otra cosa. 
Luego los Gobiernos Departamentales establecerán qué partes del territorio quedarán comprendidas en una u otra. 


Cuando leo el proyecto de ley observo que, por ejemplo, en los planes directores se establece la clasificación en determinadas 
categorías; lo mismo ocurre en los planes de uso de suelos. En sí las cuatro categorías son iguales, porque sólo se diferencian en 
tres o cuatro palabras. Por tal motivo, considero que la categoría debe ser una sola; se trata de una cuestión de orden y de lógica. 
Reitero que luego será materia del gobierno departamental, en el momento de establecer su plan, el colocarlo en una u otra 
categoría. Insisto que la categoría debe ser única y a nivel nacional. 


SEÑOR GILMET.- Compartimos totalmente el criterio de que el marco legal debe establecer un sistema de categorización del suelo 
único, común para el territorio de toda la República, más allá del ámbito en que se defina, lo que representa otro tema de discusión. 
Esto también lo establece el anteproyecto de ley. Si la arquitecta Pereira lo lee con un mayor detenimiento, observará que es 
exactamente lo mismo, ya que está repetido. 


SEÑORA PEREIRA.- Lo repite, pero no textual. En otras oportunidades ya hemos hablado sobre las repeticiones y señalo que me 
parece absurdo incluirlo en los dos lados. 


SEÑOR SIENRA.- Discrepo totalmente con el planteo de la arquitecta Crespi. En todo el mundo las ciudades son gestionadas por 
los Municipios, pero en nuestro país no hay municipios; los Gobiernos que llamamos municipales son parecidos a una provincia o a 
un Estado, dentro del cual se manejan las ciudades. Las autoridades locales son siempre las que manejan las ciudades y definen 
todos los parámetros. Es más: en ningún país democrático requieren la autorización del Poder Ejecutivo para hacer eso. Está muy 
bien que en el Uruguay eso sea así y coincido con ello. 


SEÑORA CRESPI.- Eso no fue lo que yo dije. 


SEÑOR SIENRA.- No puedo creer que alguien pueda llegar a pensar que la gente del interior tenga que venir a Montevideo, hacer 
los deberes y mostrarle al Ministerio cómo están hechos sus planes. Esto es absolutamente inadmisible. Si el Estado quiere 
participar en los planes, lo incluyo en este anteproyecto como una obligación, es decir, que el Gobierno Nacional participe en la 
elaboración de los planes de los Gobiernos Departamentales, pero no para corregir. 


SEÑORA CRESPl.- Y viceversa. 
SEÑOR SIENRA.- Pero reitero que no para corregir, sino para exponer sus ideas fundadamente. 


Por otro lado, no hay dudas en cuanto a que la ley debe definir las categorías de suelo. Estamos casi de acuerdo con lo que 
plantea el arquitecto Gilmet; la única diferencia que tengo es que creo que hay que agregar la categoría suburbana, con esos 
contenidos específicos, porque en realidad ese tipo de suelo no es urbano ni rural y tiene que existir, ya que está en todas las 
ciudades del mundo, por lo que es bueno que tenga un nombre que sea común. Por ejemplo, en Maldonado estamos usando la 
categoría suburbana con las dos acepciones, porque a partir de los lineamientos generales del Plan Maldonado - Punta del Este, 
definimos lo suburbano con estos contenidos y lo estamos usando en los alrededores con ese contenido. Paralelamente está la 
división legal, porque la Ley de Centros Poblados obligaba a los departamentos a marcar las áreas urbanas, suburbanas y rurales, 
y todos las han delimitado. Sin embargo, algunas de estas delimitaciones son de la década de los cincuenta, no se actualizaron, y 
hoy coexisten dentro de áreas suburbanas predios y baldíos rurales con zonas altamente urbanizadas, con gran densidad, que han 
evolucionado, y sin embargo siguen llamándose suburbanas. 


Por lo tanto, considero que sería bueno que reconozcamos esa área diferente, esa categoría, esa necesidad de uso de suelo y 
servicios diferentes y lo plasmemos en la ley. De esa forma tendríamos las categorías urbana, suburbana, rural protegida -que ya 
existe y es la cuarta categoría- y urbanizable, porque me parece que hay que avisar que la ciudad va a crecer para un determinado 
lado. En realidad, la urbanizable no es una categoría de suelo que tenga injerencia, por ejemplo, desde el punto de vista 
contributivo y del uso, hasta que no se haga efectiva la opción que el plan le da de transformarse a urbana. Cuando se transforme 
en urbana dejará de ser rural. Mientras tanto, corresponde a una categoría en la que se sabe que va a haber o puede haber 
fraccionamientos, si la gente lo desea; si hicimos bien el plan, los habrá, de lo contrario, no. Por lo expuesto, considero que 
necesitamos definir en la ley esas categorías. 


¿Qué ocurre a nivel nacional? A nivel nacional el plan va a reconocer categorías sin entrar en los detalles de si es urbano, 
suburbano, etcétera. Es así que tendrá en cuenta las macrocategorías, reconocerá las áreas urbanas y las áreas protegidas de 
escala adecuada. Las escalas de las áreas protegidas pueden ser muy pequeñas o extenderse a un número importante de 
hectáreas, de acuerdo con lo que uno quiera proteger y con sus características. Por ejemplo, si uno protege la supervivencia de 
algún animal carnívoro, seguramente será una cantidad significativa de hectáreas, por el enorme desplazamiento que éste puede 
hacer. Por otro lado, si se está protegiendo una población vegetal endémica, podrá hablarse de una hectárea o de menos aún; todo 
depende de lo que se proteja. 


Evidentemente, si hablamos de parques nacionales, no hay duda de que en cualquier mapeo tendrá que aparecer. Si miramos con 
más detalle, habrá muchas áreas rurales y urbanas, pero en ese caso el Poder Ejecutivo no fijará las categorías de cada suelo o de 
cada padrón. No lo puede hacer, porque para indicar si cada padrón es urbano, suburbano o rural, hay que estar en el lugar. Por 
eso es que, sabiamente, la Ley de Centros Poblados se lo encomienda a las Intendencias. Ese mecanismo no funcionó 
adecuadamente por la forma en que se hicieron las cosas aquí. En el Uruguay se hace mucho al "tun tun": este es de un amigo y 
aquel de otra persona, este es rural, aquel es suburbano y este otro, urbano. 


Entonces, creo que la definición de la categoría de cada padrón la hacen los Gobiernos Departamentales, de acuerdo con la ley. 
Por otro lado, cuando el Poder Ejecutivo categorice las áreas en el Plan de Ordenamiento Territorial Nacional, fijará en detalle lo 
que puede hacer y lo que corresponde a su responsabilidad, como por ejemplo las áreas protegidas y las de defensa, que 
corresponden a una categoría distinta, pero que son válidas dentro de las áreas urbanas; luego marcará la gran mancha de área 
rural, la urbana y el límite. La clasificación exacta de los predios va a corresponder al poder departamental que, históricamente, 
además, es el que tiene la facultad de transformar lo rural en urbano. Eso está bien; todas las ciudades del mundo se manejan así. 


Por último, contestando a la pregunta del arquitecto Gilmet, creo que efectivamente la determinación de cada predio, la de su 
categoría específica, la de cada padrón y la del pasaje de una categoría a otra, corresponde a cada plan. Por ejemplo un área que 
se definió como rural, dado un crecimiento de población, de actividades y demás, en la siguiente revisión del plan o a iniciativa de 
alguien que lo necesite -cosa que agrego porque el proyecto del Poder Ejecutivo no lo incluye- puede sufrir un cambio. No 
olvidemos que salvo las áreas urbanas -que son inamovibles, ya que es muy difícil que vuelvan a ser rurales- y las protegidas -que 
a menos que la protección no sea efectiva y se pierda lo que se quiere proteger- es probable que con el transcurso del tiempo las 
demás áreas puedan sufrir cambios. Insisto en que debe haber un interesado para dar flexibilidad y adaptabilidad a la vida 
contemporánea y una iniciativa para cambiar los planes. Un área puede cambiar de categoría y pasar de ser rural a suburbana o 
urbana, o también puede darse que un área que fue suburbana sea requerida por el área urbana. Todo esto es a instancias de cada 
plan. El Poder Ejecutivo tiene que calificar al territorio en grandes manchas, con absoluta precisión, determinando las áreas 
protegidas y otras de similares características, así como las infraestructuras necesarias, pero nada más. Digo esto porque la otra 
parte de la definición no se refiere exclusivamente al uso sino también a las infraestructuras que se precisan. Como es obvio, el 
Poder Ejecutivo, a nivel nacional, tendrá en cuenta las infraestructuras estructurantes, pero no va a ir calle por calle ni plaza a 
plaza. 


SEÑORA CRESPI.- En ningún momento dije eso. 


SEÑOR BERRUTTI.- A fin de aclarar este punto, voy a leer el artículo 3% de la Ley No. 16.112: "Al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, corresponde lo concerniente a: 1) La formulación, ejecución, supervisión y evaluación 
de los planes de vivienda y la instrumentación de la política nacional en la materia. 2) La reglamentación de las condiciones que 
deban reunir las áreas urbanas y suburbanas para el afincamiento de viviendas que se construyan de acuerdo a la Ley N* 13.728", 
etcétera. 


En este aspecto, se puede ver que la ley está bien definida. 


SEÑORA CRESP!I.- Aclaro que lo que hice en todo momento fue hablar de lo nacional, incluso cuando me referí a que el Gobierno 
Central tenía que hacer el Plan de Ordenación del territorio nacional. En ningún momento pasó por mi cabeza que el Gobierno 
Nacional tuviera que definir si un padrón era rural, urbanizable o no urbanizable; en absoluto, porque no es su competencia. Pero sí 
debe tomar en cuenta lo que el departamento haga y de ahí que expresé que los insumos que debía tener eran también de los 
Gobiernos Departamentales. En realidad, dije que ambos tenían competencia en la definición final del territorio nacional y no del 
departamental, y que era imprescindible la asistencia del resto de los Organismos. Puede suceder que el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas tenga que definir carreteras, pero lo hará dentro de la generalidad del país, no dentro de lo que es un 
departamento. A su vez el departamento tendrá en cuenta en su estudio lo que de alguna manera el Gobierno ha planificado. Es 
decir que se da una relación biunívoca y eso es lo que quise resaltar, porque tanto el Gobierno Nacional como el Departamental 
están vinculados con lo que es la planificación y la ordenación del territorio nacional. Además, hay que tener presente la ley de 
creación del Ministerio, que aquí se ha mencionado, que justamente habla de la evaluación y es algo que he puesto en los primeros 
artículos. 


SEÑOR BERRUTTI.- La posición de la arquitecta Crespi ya ha sido fundamentada anteriormente en función del numeral 8) del 
artículo 3", que dice: "La coordinación con los demás organismos públicos, nacionales o departamentales, en la ejecución de sus 
cometidos". 


SEÑORA CRESP!I.- Así es. 
SEÑORA PEREIRA.- Nadie niega que el Gobierno Departamental es el mejor ejecutor del plan y el que mejor conoce la tierra. 
SEÑORA CRESP!I.- Además, está al lado de la gente. 


SEÑORA PEREIRA.- Quisiera poner el ejemplo de las famosas plantas de residuos peligrosos. Me pregunto si vamos a dejar al 
arbitrio del Gobierno Departamental que haya una de esas plantas en cada departamento. No; se necesita un actuar conjunto entre 
el Gobierno Departamental y el Nacional porque lo que se debe ver en el territorio es que hay cierta globalidad. Por más que en el 
plan departamental se estipule, por ejemplo, que esa determinada zona quedaría dentro de la categoría suburbana -que vendría a 
ser donde se enmarcan las actividades peligrosas- ¿eso se haría sin la participación del Gobierno Nacional? También en el día de 
mañana podría darse lugar a un negociado -como tantos que pueden darse- para instalar esa planta al antojo del Gobierno 
Departamental. 


(Dialogados) 


SEÑOR SIENRA.- Todos esos puntos que tienen que ver con lo que es altamente contaminante o potencialmente peligroso desde 
el punto de vista de la contaminación, están regulados por la Ley de Impacto Ambiental. Actualmente no se puede construir ninguna 
planta de tratamiento de residuos peligrosos o de contaminantes, etcétera, ni siquiera plantas de tratamiento de efluentes sanitarios 
de conjuntos de viviendas -no solamente industriales, o sea que el esquema no sólo se reduce a los grandes contaminadores- sin 
el estudio de evaluación de impacto ambiental, que debe ser autorizado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y la DINAMA. 


SEÑORA PEREIRA.- Es cierto que sin la autorización previa, una planta de esas características no se puede instalar, pero 
independientemente de eso se necesita una visión global del territorio, porque no sería lógico que se instalaran diecinueve plantas. 
También puede darse el caso de que exista un Gobierno Departamental pobre, lo que también daría lugar al negociado. No estoy 
en contra de la instalación de plantas de tratamiento de residuos peligrosos, pero se requiere de un actuar totalmente responsable, 


avalado por estudios muy pormenorizados. Una cosa es la autorización ambiental previa, pero hay que tener en cuenta que la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente ve en relación al tema ambiental y no tiene en cuenta al territorio en su conjunto. Esta 
Dirección no será la que decida dónde se va a instalar una planta; me parece que se trata de competencias muy diferentes. 


SEÑORA CRESP!I.- Podría ilustrar con un ejemplo. En una oportunidad se estudió la ubicación de una planta de chipeado. Había 
que ubicarla en determinado lugar, que no podía ser cualquiera, ya que debía estar cerca del puerto, cerca de la madera, pero 
también en una zona que estuviera de acuerdo con el plan de Ordenamiento Territorial del departamento. Sin embargo se ubicó en 
cualquier lugar, lejos de las carreteras que tenían acceso al puerto y donde el terreno, que pertenecía a la Intendencia -a la que le 
convenía venderlo- era barato. Estas situaciones se pueden dar si no hay alguien que vea las cosas en su conjunto, en su 
globalidad. Es un ejemplo cierto porque lo viví. 


SEÑORA PEREIRA.- De ahí el énfasis -y tiene razón el arquitecto Sienra- en el proyecto de ley de ellos y también en el del I.T.U. - 
lo digo porque lo vi- donde se establecen como contenido del plan nacional algunas de las hipótesis que hemos estado tratando. 
Esto no sucede en la iniciativa presentada por el Ministerio. 


SEÑOR SIENRA.- También a modo de ejemplo se puede citar lo que planteaba el arquitecto Gilmet acerca de lo que sucede en 
Suecia con las centrales atómicas y que en nuestro caso parecería que no vamos a tener porque están prohibidas por ley. Sin 
embargo, en la Argentina el peso valía un dólar, cambiaron la ley en cinco minutos y el peso se fue a otro lado. Sí hay centrales 
térmicas e hidráulicas, y puede haber un parque eólico, que misteriosamente en el Uruguay no hay y, sin embargo, es una fuente 
de producción de energía eléctrica mundialmente utilizada. 


También podríamos hablar de lugares de disposición final de residuos; por ejemplo, en Maldonado hay uno para todo el 
departamento -que es bastante grande, si no consideramos los del norte- y en otros lados puede existir otro sistema. Pero todo 
esto hay que analizarlo desde el punto de vista del impacto ambiental y de la globalidad. Además, el hecho de juntar varias 
poblaciones pequeñas y medianas para dar determinados servicios puede hacer viable el tenerlo. 


Es más, en muchos casos solamente se puede brindar determinado servicio si se regionaliza una zona del territorio para tener una 
escala que viabilice el poner en marcha determinado servicio como el de recolección, tratamiento y disposición final de residuos 
sólidos o el de plantas potabilizadoras de agua. Tomando como ejemplo nuevamente a Maldonado, podemos decir que OSE le 
suministra agua a casi todo el departamento desde la Laguna del Sauce, salvo al este, donde se utiliza otra laguna. Pero están 
pensando brindar esa agua también a los balnearios más próximos del sur del departamento de Canelones. Eso le da viabilidad y, 
precisamente, nosotros estamos diciendo que esas macroestructuras son las que tienen que ser pensadas a nivel nacional, y lo 
hemos escrito, aunque quizás no se lea de la forma en que lo estoy explicando. 


SEÑOR ACUÑA.- En cuanto a los instrumentos de ordenación, todos nos hemos escuchado y creo que el tema de discusión está 
prácticamente agotado, por lo que habría que avanzar en los instrumentos de gestión. Eso no quiere decir que no vayamos 
profundizándolo y dándole -como ya empezó a hacerlo el arquitecto Sienra- una forma de articulado mucho más específica. 


Para la próxima sesión propongo seguir discutiendo sobre esta temática hasta agotarla, contemplando los aspectos que están 
contenidos en el proyecto de ley de iniciativa del Poder Ejecutivo, si se entiende que no es válida esa división, que yo sí creo válida. 
En algún otro momento hemos intentado otro tipo de clasificación, por lo que no está agotado ese aspecto y viene bien discutir 
sobre él. Además, creo que la discusión de este tema no se debe desvincular de lo que es la materia de ordenación del territorio, y 
es por eso que nosotros, desde esta perspectiva, hicimos la propuesta en su momento, referida al contenido del llamado Plan 
Nacional. Más aún: en el texto, a título expreso, se dice: "Lineamientos Generales". Es cierto que se le llama provisionalmente 
"Plan", pero si después la letra dice en qué consiste el mismo y, a su vez, el Plan dice que se deben definir lineamientos generales 
o directrices, creo que se llega a un grado de previsión suficiente como para que no haya lugar a equívoco, lo que hace válida una 
denominación equis de lo que es uno de los instrumentos de planeación en lo nacional y en lo departamental. 


En cuanto a los planes de ordenación urbana -nosotros los llamamos planes de ordenación urbanística- sí se entra a un nivel de 
detalle, y hay que especular sobre el llamado suelo rural. Este es un todo muy complejo, junto con otro tipo de suelos a nivel de 
territorio departamental y nacional, pero la lupa está echada básicamente sobre la trama urbana. El suelo no urbanizable hacia el 
interior de la trama también es válido manejarlo. 


En concreto, desde el punto de vista de la problemática que viven nuestras ciudades -lo que se ha puesto muy en evidencia ahora 
con las zonas inundables- es cierto que se han fraccionado áreas que no eran urbanizables y es válido que esa categoría de no 
urbanizable funcione también, especialmente hacia el interior de la trama urbana. Luego podemos discutir qué se entiende por 
territorio rural y por territorio urbano desde la perspectiva del ITU de la década de los cincuenta. 


Si bien es muy interesante discutir esto desde el punto de vista de la utilización de los factores productivos y conceptuales, ello no 
viene a cuento en este momento. Ahí sí se hace especialmente válida la llamada categoría de lo no urbanizable así como la de 
suelos urbanizables o potencialmente urbanizables, categoría que creó una serie de dolores de cabeza desde el punto de vista de 
los centros poblados en ocasión de la elaboración del Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo. En ese momento había que 
compatibilizar estas cuestiones, y al final se llegó a conciliar el asunto distinguiendo entre suburbano y potencialmente urbanizable, 
pero en forma bien específica se dijo qué se entendía por área suburbana. Entonces, la categoría de no urbanizable la veremos 
más en detalle cuando hablemos específicamente de los planes de ordenación urbanística. 


Tal como lo decimos en nuestro texto, creo que no es necesario innovar mucho, porque hay fuerte experiencia al respecto. Pero sí 
hay que innovar a nivel de relación de territorio nacional y departamental. Entonces, tendríamos que ver qué categorías manejamos 
cuando hablamos de planes directrices, o programas de ordenación del territorio nacional o departamental. En cuanto a lo urbano, 
hay una gran experiencia y, en cierta medida, a través de la ley puede darse un amplio margen de actuación a los Gobiernos 
Departamentales en cuanto al manejo de su planeación. 


Repito que hay que innovar en cómo hay que ordenar el territorio en su conjunto y desde el punto de vista departamental. De ahí la 
propuesta que hacíamos, por ejemplo, en lo que hace a la consideración de algo que es medular en este país, es decir, el llamado 
sistema urbano. 


¿Qué significa manejar el "Sistema Urbano Nacional"? Hay muchas aproximaciones a la definición de sistema urbano, ¿pero es 
pertinente que eso sea definido en las propuestas, planes o programas de ordenación del territorio nacional? Creo que es una 
categoría que hay que manejar, por ejemplo en lo que hace al aspecto infraestructural, como aquí se ha mencionado. En lo que 
tiene que ver con la potencialidad de los suelos, por ejemplo, recomiendan que determinado suelo desde el punto de vista 
productivo se utilice para uno u otro uso productivo. Que se utilice en una u otra dirección es una recomendación o conveniencia de 
interés nacional, pero no es obligatorio. 


El ejemplo paradigmático tiene que ver con las áreas de desarrollo forestal. En un momento el país optó por definir áreas 
potencialmente forestables, y esto se vinculó a una política de estímulo a través de dinero, créditos, exenciones fiscales, etcétera, 
que ha hecho que esta actividad prosperara de determinada manera en determinados lugares del territorio nacional. 


Entonces, con esto concluyo que es bastante válido y es materia de ordenación del territorio, tanto nacional como departamental, lo 
que más o menos en su momento apuntamos en el texto que pusimos a consideración de la Comisión. 


A lo que sí nos comprometemos, concretamente, es a avanzar en todos los demás aspectos que hacen a los instrumentos, y es 
mucho lo que resta por estudiar. Por ejemplo, hay un instrumento llamado "de la participación ciudadana" -en otras legislaciones se 
denomina de la participación popular- que es muy importante y debe ser considerado. Cabe preguntarse si la participación 
ciudadana es meramente una consulta. Realmente, esto es discutible, y me parece que tendríamos que avanzar por este camino. 
Existen propuestas interesantes, así como también formas de trabajar en conjunto los públicos y los privados. Reitero que aquí se 
esbozan figuras que son interesantes y se hace necesario terminar de redondear este asunto. No podemos desvincular esto de lo 
que es propio de las consideraciones que hemos hecho con relación a la materia de ordenación del territorio, en el marco de una 
ley de este tipo, y tampoco de las competencias de las múltiples instituciones que tienen que ver con dicha ordenación, tanto 
públicas como privadas, aunque especialmente las públicas. 


El mapa que habíamos visto y analizado es extremadamente complicado. Entonces, me parece que los instrumentos y su revisión, 
así como también el hecho de agotar el tratamiento de los mismos, hace que volvamos justamente a discutir lo relativo a las 
competencias con mucho más rigor, de modo de concluir de mejor manera el tema. Si algo motivó ir hacia los instrumentos, fue 
justamente la necesidad de perfeccionar la parte de la ley que especifica las competencias. Así pues, vamos por buen camino y 
podremos volver de una mejor forma. Bienvenido sea este tipo de aportes y opiniones más técnicas, como la del doctor Delpiazzo, 
porque ayudan a echar luz sobre la cuestión, aunque, obviamente, en el mundo de los abogados hay muchas bibliotecas. 


En definitiva, me parece que sería bueno darnos un tiempo para considerar todo esto. Me parece que deberíamos dedicar tal vez 
dos sesiones más al estudio del tema de los instrumentos, luego de lo cual volveríamos sobre las competencias. De esta manera, 
me parece que estaría cubierto lo medular de un posible contenido, ya más consensuado, de una ley de ordenación del territorio. 


Entonces, la propuesta concreta es terminar la consideración de los instrumentos en dos sesiones más y, luego, volver al capítulo 
de las competencias. Con esto, estaríamos en condiciones de entrar a analizar propuestas más concretas del articulado, porque 
estarían ya cubiertos suficientemente los aspectos más conceptuales de las cuestiones que habíamos acordado discutir. 


SEÑOR SIENRA.- Me gustaría completar lo que acaba de decir el arquitecto Acuña, en el sentido de que me parece que hay otros 
puntos que son absolutamente medulares e incluso, tal vez, más importantes, porque los planes de los que estamos hablando son 
perfectamente posibles de efectuar con la legislación vigente. 


Además de los capítulos que se han mencionado aquí, hay otros dos o tres que también son clave. Uno de ellos es el relativo al 
mecanismo de conciliar diferencias. Evidentemente, siempre habrá diferencias, no solamente entre el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la Intendencia, sino también entre distintos organismos que compiten por el uso del 
suelo en una misma zona. Así que ese sería un tema clave que no puede estar ausente. 


El otro asunto sustancial, que tampoco puede faltar, es el que, traducido del inglés, se denominaría la captura del valor agregado 
del plan para la sociedad; lo digo así, porque realmente no sé cuál sería la denominación en español. La captura del valor agregado 
por el plan para la sociedad es fundamental y, además, quizás sea la parte más difícil. Personalmente, entiendo que este aspecto 
debe ser creado por ley, porque no es posible imponer tributos de otra manera. Se podría hacer esto a través de ordenanzas 
departamentales, pero no sería lo mismo; sería absolutamente ilógico que cada departamento utilizara una batería de tributos 
diferentes. 


Asimismo, considero que hay otro aspecto crucial en este tema, que es el que refiere a la imposición de obligaciones. Se deben 
poner plazos para hacer las cosas porque, de otra manera, nos podría ocurrir lo mismo que con la Ley de Centros Poblados, que 
data de 1946, que en muchos lados no se aplica y que en algunos recién comenzó a aplicarse hace un par de años. 


Además, se debe tener presente que cuando se imponen obligaciones también hay que financiar. Es verdad que una parte de esto 
será financiado por los Gobiernos Departanentales, pero también lo es que el país en su conjunto tiene interés en este tema y debe 
hacerlo. Por tanto, es indispensable que en la ley exista esa coparticipación de financiación, sobre todo para empezar a poner en 
funcionamiento el mecanismo. 


Otro tema fundamental es el relativo a las sanciones. Si bien es verdad que en su Mensaje el Poder Ejecutivo expresa que se 
multará de tanto a cuanto, me parece que se debería ser un poco más específico en lo que refiere a este tema. No me parece 
conveniente que se deje una discrecionalidad de 100 a 1.000 Unidades Reajustables, porque la diferencia es muy grande. Incluso, 
hay actividades que requieren sanciones penales. Los delitos deben ser definidos en la norma. 


SEÑOR ACUÑA.- Me parece que esta Comisión, desde el punto de vista del marco legal, debe considerar muy especialmente la 
incidencia que está teniendo y que seguirá teniendo sobre el territorio o sobre las modalidades de hacer territorio, esta nueva 
disposición de las UPH, es decir, de las Unidades de Propiedad Horizontal. Me refiero a estos fraccionamientos que se hacen en el 
medio rural y que también son extensibles al urbano. Exhorto a que tengamos muy en cuenta este aspecto, que ha provocado un 
verdadero dolor de cabeza a cada uno de los Gobiernos Departanentales. La idea es ver cómo se puede encauzar este tema de la 
mejor manera, para que no se siga dilapidando el recurso suelo de una manera salvaje. 


Me parece que en el conjunto de textos que se nos entregó no figura esta nueva ley. Entonces, pediría que se nos repartiera una 
fotocopia de la misma que, según tengo entendido, fue reglamentada por el Gobierno Departamental de Salto. 


SEÑOR SIENRA.- Muchos lo hicieron. Hace 25 años que el mecanismo fue reglamentado. 
SEÑOR ACUÑA.- No, me refiero al reglamento a partir de la nueva ley. 
SEÑOR SIENRA.- La ley dice que solamente se pueden hacer según las normas departamentales. 


SEÑOR ACUÑA.- Si hay antecedentes en la materia, sería bueno saber cómo se manejan estas cosas. Es indudable que tiene un 
impacto sobre el territorio. Según tengo entendido, la Intendencia Municipal de Montevideo está trabajando en este tema y, en 
consecuencia, sería bueno tener las últimas novedades al respecto. 


SEÑOR BERRUTTI.- El Orden del Día para la próxima reunión es continuar con los "Instrumentos de Ordenación del Territorio", 
avanzando sobre los de gestión. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 17 y 41 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


